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Radicación Nro.

66001-31-05-001-2014-00657-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Diego Villegas Salazar
Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema:
FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS. En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.
Citación jurisprudencial: Sentencia T-043 de 31 de enero de 2014. / 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 22 de junio de 2015, dentro del proceso que le promueve el señor DIEGO VILLEGAS SALAZAR, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00657-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Diego Villegas Salazar que la justicia laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 28 de enero de 2002, los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

Subsidiariamente solicita que se declare que la fecha de estructuración de la PCL es el 24 de julio de 2009 y que de acuerdo a ello se condene a Colpensiones a reconocer y pagar la pensión de invalidez a partir de esa calenda, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: Desde hace algún tiempo viene padeciendo insuficiencia renal crónica, cardiopatía hipertensiva y trastorno de refracción, motivo por el que el 24 de julio de 2009 fue calificado por el Departamento de Medicina del ISS con una PCL del 70.20% de origen común y estructurada el 28 de enero de 2002; ante dicha situación elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez, misma que fue negada mediante la resolución Nº GNR 219681 de 16 de junio de 2014, argumentando que no cumplió con los requisitos exigidos en los artículos 38 y 39 de la Ley 100 de 1993 en su versión original; con posterioridad a la fecha de estructuración acredita un total de 436.61 semanas de cotización, de las cuales 137.1 fueron efectuadas dentro de los tres años anteriores a la fecha en que solicitó la valoración de la pérdida de la capacidad laboral.

Al contestar la demanda –fls.43 a 46- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del actor, el origen y la fecha de estructuración de la invalidez y el contenido del acto administrativo reseñado por el demandante. Frente a los demás hechos expresó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada” y “Prescripción”.
En sentencia de 22 de junio de 2015, la funcionaria de primer grado con base en la jurisprudencia de la Corte Constitucional determinó que la fecha de estructuración de la invalidez del señor Diego Villegas Salazar debe fijarse para el 24 de julio de 2009, fecha en que solicitó que fuera determinada su pérdida de la capacidad laboral, por padecer una enfermedad crónica, degenerativa y permanente; por lo que al tener acreditadas más de 50 semanas de cotización dentro de los tres años anteriores a esa calenda, declaró que él tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama a partir del 24 de julio de 2009 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales. En consecuencia condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 10 de diciembre de 2010 y el 22 de junio de 2015, la suma de $36.346.376,17.
Finalmente condenó también a Colpensiones a reconocer y pagar los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir de la ejecutoria de la sentencia.

Inconforme con la decisión, la Administradora Colombiana de Pensiones interpuso recurso de apelación, con base en los siguientes argumentos:

1. Considera que el dictamen emitido por el Departamento de Medicina Laboral del ISS quedó en firme al no haber sido objetado por el actor.

2. No se encuentra demostrado en el proceso que la enfermedad por la que fue calificado inválido el demandante fuera de carácter degenerativo.
3. Al plenario no fueron aportadas prueban que permitan concluir que la fecha de estructuración fijada en el dictamen emitido por el ISS es modificable.

4. Al haber actuado de conformidad con lo establecido en la Ley, no había lugar a que se le condenara en costas procesales.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿En qué momento quedó fijada la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral del señor Diego Villegas Salazar?

¿Tiene derecho el accionante a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. FECHA DE ESTRUCTURACIÓN DE LA PERDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL CUANDO SE TRATA DE ENFERMEDADES PROGRESIVAS.

Ha manifestado la Corte Constitucional por medio de la sentencia T-043 de 31 de enero de 2014 con ponencia del Magistrado Luis Ernesto Vargas Silva, que generalmente cuando se produce una pérdida de la capacidad laboral originada en un accidente o enfermedad de origen común o laboral, la fecha de estructuración coincide con la fecha de ocurrencia del hecho establecido en el dictamen de calificación médica; no obstante, advierte que existen casos en los que la fecha de la pérdida de la capacidad laboral es diferente a la fecha de estructuración en el dictamen de PCL; situación ésta que se presenta más precisamente en los eventos de personas que van perdiendo la capacidad laboral de manera progresiva y paulatina, es decir, en aquellos eventos en que se sufren de enfermedades crónicas degenerativas y congénitas. 

En estos casos, evidenció la Alta Magistratura, que las calificaciones de invalidez efectuadas por las juntas u organismos determinados por la Ley para realizar tales experticias, señalan como fecha de estructuración de la PCL aquella en la que se presentó el primer síntoma, sin embargo, para este tipo de enfermedades ello no corresponde a la realidad, debido a que esa calenda no es en la que la persona pierde de manera permanente y definitiva la capacidad laboral; motivo por el que estima la Corte, que al analizar cada caso en concreto se debe determinar con base en el material probatorio allegado al proceso, cual es la fecha en la que la persona con la enfermedad crónica degenerativa o congénita le resulta imposible seguir trabajando, pues es en ese momento en el que efectivamente se estructura la pérdida de la capacidad laboral.

2. DERECHO AL TRABAJO Y A LA SEGURIDAD SOCIAL DE LAS PERSONAS CON LIMITACION.

Inspirado en los artículos 13, 47, 54 y 68 de la Constitución Nacional, el Congreso de la República expidió la Ley 361 de 1997 con el fin de establecer mecanismos de integración social de las personas con limitaciones físicas, sensoriales y psíquicas; propiciando para éstos, entre otras cosas, la creación y fomento de fuentes de trabajo, en consideración a la dignidad que les es propia en sus derechos fundamentales, económicos, sociales y culturales para su completa realización personal y su total integración social.

Lo anterior denota, que el legislador con base en los derechos fundamentales de las personas con limitaciones físicas, sensoriales y psíquicas por medio de la precitada Ley, garantizó para éstas el derecho a tener un trabajo y como consecuencia de ello que tengan acceso a la Seguridad Social Integral, sin que las respectivas entidades del sistema puedan desconocer las cotizaciones válidamente efectuadas durante todo el tiempo que se han desempeñado laboralmente. 

EL CASO CONCRETO

Manifiesta la Administradora Colombiana de Pensiones en la sustentación del recurso, que la fecha de estructuración emitida en el dictamen Nº 2356 de 24 de julio de 2009 –fl.22- no podía ser modificada en primer lugar porque la misma había adquirido firmeza al no haber sido objetado su contenido, en ese sentido se tiene que el artículo 41 de la Ley 100 de 1993 establece que el ISS, Colpensiones, ARP, compañías de seguros que asuman el riesgo de invalidez y las EPS les corresponde en una primera oportunidad calificar los aspectos pertinentes a la pérdida de la capacidad laboral de sus afiliados y que en caso de que el interesado no esté de acuerdo con esa decisión, tiene la posibilidad de manifestar su inconformidad dentro de los diez días siguientes, y la entidad calificadora dentro de los cinco días siguientes deberá remitirla a la Junta de Calificación Regional, decisión que será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez; pero que en todo caso, en contra esas decisiones, proceden las acciones legales.

Lo anterior significa, que una vez emitido el dictamen Nº 2356 de 2009 por parte del Departamento de Medicina del ISS, no era necesario que el señor Diego Villegas Salazar objetara esa decisión, con el fin de interponer la respectiva acción tendiente a revisar cualquier aspecto de la calificación, pues conforme a lo previsto en la norma en cita, le es permitido acudir a la jurisdicción ordinaria laboral con el fin de que se revise la misma.
Sentado lo anterior, lo que corresponde resolver en esta sede, es si la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral del actor del 70.20% de origen común, debe ser ubicada para el 24 de julio de 2009, como lo determinó la funcionaria de primer grado.
Según el mencionado dictamen emitido por el Departamento de Medicina Laboral del ISS –fl.22- el señor Diego Villegas Salazar padece insuficiencia renal crónica, cardiopatía hipertensiva y trastorno de refracción que le generan una PCL igual al 70.20%. En el dictamen, la mencionada entidad fija la fecha de estructuración para el 28 de enero de 2002, teniendo como único parámetro para ello la valoración inicial.
Al padecer el accionante una enfermedad crónica, se hace necesario analizar si existen pruebas que permitan concluir si en este caso es dable ubicar la estructuración de la pérdida de la capacidad laboral en una fecha diferente a la fijada por el ISS, de conformidad con lo expresado por la Corte Constitucional para este tipo de enfermedades, como quedó consignado en las consideraciones.

Al revisar el resumen de la historia clínica registrado en el dictamen objeto de estudio, se observa que el 29 de abril de 2008 el Dr. Pedro Luis Arteaga determina que el actor padece las enfermedades descritas anteriormente, pero posteriormente en una nueva valoración efectuada por medicina interna –Nefrología- el 19 de marzo de 2009, se emite diagnóstico en el que se establece que la insuficiencia renal padecida por el señor Villegas Salazar está en estado terminal. 
Lo anterior muestra que el desarrollo de la insuficiencia renal crónica que fue diagnosticada el 29 de abril de 2008 continuó su proceso degenerativo hasta alcanzar su estado terminal el 19 de marzo de 2009, por lo que a todas luces resulta equivocado, tal y como lo ha sostenido el máximo órgano de la jurisdicción constitucional, que se fije la fecha de estructuración de una enfermedad crónica, degenerativa y progresiva cuando se realiza el primer diagnóstico, pues no es en ese momento cuando se pierde de manera definitiva la capacidad laboral; máxime cuando al revisar la historia laboral válida para prestaciones económicas –fls.47 a 57- se observa que el actor prestó sus servicios por 492,76 semanas de manera interrumpida entre el 1º de julio de 1999 y el 30 de noviembre de 2014, momento éste último cuando cesó en sus cotizaciones; lo que indica realmente que el señor Diego Villegas Salazar a pesar de sus padecimientos pudo acceder a la actividad laboral, en virtud a lo dispuesto en la Ley 361 de 1997; por lo que debe entenderse que él perdió de manera definitiva su capacidad laboral el 1º de diciembre de 2014, esto es, un día después de haber hecho su último aporte al sistema general de pensiones.
Así las cosas y de conformidad con lo señalado en la Ley 860 de 2003, para causar la pensión de invalidez le correspondía al demandante acreditar que dentro de los tres años anteriores a la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral había cotizado durante por lo menos 50 semanas y según la historia laboral allegada por Colpensiones –fls.47 a 51- en ese periodo él cuenta con 94.3 semanas de cotización; por lo que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de invalidez que reclama, en cuantía mensual equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales.
Por lo expuesto, tiene derecho el accionante a que se le reconozca por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de diciembre de 2014 y el 31 de agosto de 2016 la suma de $15.124.182, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, advirtiendo que ninguna de las mesadas pensionales causadas se encuentra cobijado por el fenómeno de la prescripción, pues la presente acción se inició el 3 de diciembre de 2014 –fl.32-.

	RESUMEN LIQUIDACION
	VALOR MESADA ACUMULADA                    (A)
	 
	 $                      15.124.182 

	
	SIN INDEXACION
	 
	 $                                         - 

	
	INTERES MORATORIO
	 
	 $                                         - 

	
	VALOR TOTAL
	 
	 $                      15.124.182 

	 
	 
	 
	
	 
	
	 
	 
	 
	X
	1
	3

	PERIODO
	Días
	% INCREM IPC 
	X
	VALOR
MESADA
	VR MESADA ADICIONAL
	VR MESADA
ACUMULADA
	IPC iNI DEL AÑO
	INDEXACION
	INT PERIODO
	% I MORA
MES
	VR INTERESES
DE MORA

	2014-12
	30
	0,00%
	 
	                616.000 
	                616.000 
	                   1.232.000 
	          118,15 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-01
	30
	3,66%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   1.876.350 
	          118,91 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-02
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   2.520.700 
	          120,27 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-03
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   3.165.050 
	          120,98 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-04
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   3.809.400 
	          121,63 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-05
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   4.453.750 
	          121,95 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-06
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   5.098.100 
	          122,08 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-07
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   5.742.450 
	          122,30 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-08
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   6.386.800 
	          122,89 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-09
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   7.031.150 
	          123,77 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-10
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   7.675.500 
	          124,62 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-11
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                           -   
	                   8.319.850 
	          125,37 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2015-12
	30
	0,00%
	 
	                644.350 
	                644.350 
	                   9.608.550 
	          126,14 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-01
	30
	6,77%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 10.298.004 
	          127,77 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-02
	30
	0,00%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 10.987.458 
	          129,41 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-03
	30
	0,00%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 11.676.912 
	          129,41 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-04
	30
	0,00%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 12.366.366 
	          129,41 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-05
	30
	0,00%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 13.055.820 
	          129,41 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-06
	30
	0,00%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 13.745.274 
	          129,41 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-07
	30
	0,00%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 14.434.728 
	          129,41 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   

	2016-08
	30
	0,00%
	 
	                689.454 
	                           -   
	                 15.124.182 
	          129,41 
	                       -   
	0,00%
	0,00%
	                              -   


En cuanto a los intereses moratorios previstos en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, tiene derecho el accionante a que se le reconozcan los mismos, pero a partir de la ejecutoria de la sentencia, por cuanto la decisión adoptada por la Administradora Colombiana de Pensiones de negar la pensión de invalidez en sede administrativa obedeció al estricto cumplimiento de la Ley.

En ese mismo sentido, considera la Sala que tampoco hay lugar a condenar a la Administradora Colombiana de Pensiones en costas procesales, pues como se dijo anteriormente, la decisión de negar la prestación económica a través de la resolución Nº GNR 219681 de 16 de junio de 2014 fue en estricto cumplimiento de la Ley, y fue bajo esos parámetros que su defensa estuvo basada en que no se cumplían los requisitos previstos en la Ley 100 de 1993 en su versión original, al haberse fijado la estructuración de la invalidez para el 28 de enero de 2002 por parte del Departamento de Medicina Laboral del ISS.
En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales segundo, tercero y cuarto de la sentencia recurrida e igualmente se revocará el ordinal sexto de dicha providencia, para en su lugar absolver a Colpensiones de las costas de primera instancia.
Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales SEGUNDO, TERCERO y CUARTO de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 22 de junio de 2015, los cuales quedarán así:
“SEGUNDO. DECLARAR que la pérdida de la capacidad laboral del señor DIEGO VILLEGAS SALAZAR se estructuró el 1º de diciembre de 2014, por lo que al cumplir con los requisitos exigidos en el artículo 39 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 1º de la Ley 860 de 200, tiene derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez desde el 1º de diciembre de 2014..

TERCERO. DECLARAR NO PROBADA la excepción de prescripción propuesta por la entidad accionada.

CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor del señor DIEGO VILLEGAS SALAZAR por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de diciembre de 2014 y el 31 de agosto de 2016, la suma de $15.124.182.”.
SEGUNDO. REVOCAR el ordinal sexto de la sentencia recurrida, para en su lugar ABSOLVER a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES de las costas de primera instancia.
TERCERO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira.

Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
                                                                          En uso de permiso
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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